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El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 17 de julio de 2018

Proceso:
Acción de Tutela 
Radicación Nro. :         66001-31-21-001-2018-00045-01

Accionante: 

Sonia Aguirre Ospina
Accionado:
 Instituto Geográfico Agustín Codazzi -IGAC- Regional Risaralda 
Magistrado Ponente: 
 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas: 

          DERECHO DE PETICIÓN / TÉRMINOS PARA TRÁMITES ANTE EL IGAC / NO SE HA BRINDADO RESPUESTA CLARA Y PRECISA / REVOCA / CONCEDE  

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional.

(…)
Surge de lo anterior que la entidad demandada no ha dado respuesta a la solicitud elevada por los demandantes el 10 de marzo de 2017 y que reiteraron el 5 de abril de 2018, para lo cual contaba con el término de treinta días de acuerdo con el artículo 116 de la Resolución 70 de 2011, expedida por el Director Nacional del IGAC y por ende, se considera lesionado el derecho cuya protección se invocó.

Para la Sala no tienen acogida los argumentos que plantea la accionada para justificar la mora en responder, pues la referida resolución ni siquiera establece plazo alguno superior a dos meses, para resolver los diferentes trámites que ante ella han de adelantarse.

Y no puede considerarse satisfecho el derecho de petición con los oficios que atrás se describieron, pues en ninguno de ellos se le brinda a la accionante una respuesta clara, precisa y congruente; por el contrario, se le mantiene en incertidumbre respecto al trámite que procura adelantar, sin que siquiera se le señale un término prudencial y razonable en el que se ha de resolver el asunto que puso a su consideración; al respecto solo se les informa el turno que les correspondió, sin que a partir de este señalamiento se infiera el momento en que se resolverá la cuestión.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, julio diecisiete (17) de dos mil dieciocho (2018)
Acta No. 260 del 17 de julio de 2018
Expediente No. 66001-31-21-001-2018-00045-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formularon los señores  Sonia Aguirre Ospina y John Jaime Montes Castañeda, frente a la sentencia proferida el pasado 6 de junio, por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, en la acción de tutela que los recurrentes instauraron contra el Instituto Geográfico Agustín Codazzi -IGAC- Regional Risaralda, a la que fue vinculado el Responsable de Conservación de esa Dirección Territorial.
ANTECEDENTES

1. Relataron los actores los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Mediante escritura pública No. 2178 del 31 de mayo de 2016, otorgada en la Notaría Tercera del Círculo de Pereira, adquirieron el inmueble identificado con ficha catastral No. 66400-01-02-00-00-0043-0013-00000000 y matrícula inmobiliaria No. 290-152507, ubicado en la transversal 6 No. 7-51/55/57, del barrio Bavaria de La Virginia.
1.2 Dicho bien consta de un área total de 209,07 metros cuadrados y según el título de adquisición cuenta con los siguientes linderos: “por el norte: en 18.75-11.25 metros L., con Roger Elías Trejos H; por el sur: en 30.00 mts L. con Humberto de J. Ocampo; por el oriente: en 7.64 mts L. con vía pública transversal 6; por el occidente: en 6.60 – 1.0 mts L. con Antonio Rojas y Roger Elías Trejos”.

1.3 La información que de ese inmueble se muestra en los planos de IGAC es errada, ya que la longitud del predio en su lindero sur es inferior a la que aparece señalada en la escritura pública. 

1.4 El 24 de abril de 2017, elevaron la respectiva solicitud de corrección ante el Instituto Geográfico Agustín Codazzi.
1.5 En respuesta del 5 de abril de 2017, esa entidad informó que el trámite se formuló en debida forma y que el turno que le corresponde a la petición “es el número 5315 según reporte de seguimiento de trámites, le informamos que el último turno programado para ser visitado es el 2936”. Además, les explicaron los impedimentos que existen para cumplir los términos determinados para la rectificación catastral.

1.6 El 5 de abril de 2018 formularon una nueva petición, a efecto de que el IGAC les comunicara la fecha en la cual se realizaría ese trámite de rectificación, pues ya había transcurrido un año desde la formulación de la primera solicitud y aún no se ha realizado la visita de verificación al inmueble, ni se ha procedido a la corrección requerida.
1.7 Por oficio del 23 del citado mes, la accionada contestó en iguales términos a los expuestos en la primera respuesta. Por tanto, aún no se determina la fecha cierta y razonable para corregir la información catastral del bien.
2. Consideran lesionados los derechos de petición y al debido proceso. Para su protección, solicita se ordene a la entidad accionada: a) fijar fecha, en un término no mayor a 30 días de acuerdo con la Resolución 070 de 2011, para realizar visita al citado predio y b) surtido lo anterior  rectificar la longitud de su lindero sur, para que coincida con el consignado en la escritura pública No. 2178 de 2016.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 16 de enero de 2018 se admitió la acción de amparo; y se ordenó correr traslado de la misma al Director Territorial del IGAC y al Funcionario Responsable de Conservación de esa entidad.

2. Se pronunció la Secretaria – Abogada Territorial Risaralda del IGAC para manifestar que mediante oficios del 5 de abril de 2014 (sic) y del 23 de abril de 2018 se respondieron las peticiones formuladas por los actores. Además, la entidad que representa se encuentra impedida para atender la solicitud de los accionantes y para dar estricta aplicación a la Resolución 070 de 2011, pues carece de la disponibilidad presupuestal y del suficiente personal para atender las múltiples solicitudes presentadas en los departamentos del Chocó y Risaralda y que en total suman más de 4.000. Por ello se procedió a implementar el sistema de turnos, establecido en la Ley 962 de 2005 y que fue acogido en aquel acto administrativo. Tampoco es posible estimar la fecha exacta en que se atenderá la petición “ya que el tiempo puede oscilar conforme los cambios administrativo y operativos que pueden irse dando en el tiempo durante la vigencia correspondiente; teniendo que para fin de año se cierra el Sistema Nacional Catastral desde el 25 de diciembre hasta el 10 de enero de 2018” y “es posible que el tiempo este (sic) por encima de los 30 días… pero esta circunstancia se relaciona única y exclusivamente con la capacidad institucional actual… lo que es sensible de cambiar en el tiempo”.
Solicita se declara el hecho superado pues se respondieron de manera oportuna las peticiones, con mención de las razones por las cuales no se podían resolver de fondo.
3. El 6 de junio último, se profirió la sentencia de primera instancia, en la cual el funcionario de primera instancia declaró el hecho superado.

Para decidir así, estimó que el IGAC informó a los actores que les había correspondido, por orden cronológico de llegada, el turno 1.437 dentro de las 2.892 solicitudes de rectificación catastral a la fecha y que no es posible determinar una fecha exacta para la atención de su petición. Aunque esta respuesta no resuelve de fondo la cuestión, la encontró válida en consideración a la complejidad de los asuntos en los que interviene la entidad y que no es posible obligarla “a pronunciarse sobre algo que no puede prever”. Tampoco es viable ordenarle alterar el sistema de turnos pues ello afectaría el derecho a la igualdad de los demás usuarios.

7. Inconforme con el fallo, los demandantes lo impugnaron. Alegaron 
que contrario a lo definido por el juez de primera instancia, no se produjo el fenómeno del hecho superado en razón a que si bien es cierto la capacidad institucional del IGAC retarda el trámite de la resolución de las solicitudes, esa carga no puede ser transferida a los peticionarios, para que en últimas sean estos los que deben aguardar indefinidamente a obtener una respuesta de fondo.
Solicitan se accedan a sus pretensiones.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si se incurrió en lesión al derecho de petición, de que son titulares los demandantes y se definirá si se está frente a un hecho superado.

3. El derecho que se invoca está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

“…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4. La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.

5. Las pruebas allegadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

5.1 El 10 de marzo de 2017
, por intermedio de apoderada, los accionantes solicitaron al IGAC Regional Risaralda la rectificación del área de terreno del inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-152507 y de ficha catastral No. 66400-01-02-00-00-0043-0013-00000000, ya que en la escrituras públicas de ese bien se hace referencia a que su lindero sur es de 30.00 metros, información que se encuentra desactualizada en el plano catastral expedido por esa entidad
.

5.2 Mediante oficio del 5 de abril de 2017 el Funcionario de Conservación del IGAC les informó que esa solicitud había sido formulada en debida forma y que para ser resuelta se le había concedido, en orden cronológico de llegada, el turno número 5.315, siendo el último turno programado para visita es el 2.936. Así mismo, ese trámite catastral se rige por las Resoluciones 070 de 2011 y 1055 de 2012 y que no es posible resolverlo dentro del término señalado en estas normas, ni determinar una fecha exacta para la atención, teniendo en cuenta la complejidad de la petición y “los cambios administrativos operativos”
.
5.3 El 5 de abril de 2018, la apoderada de los actores pidió se programara “fecha de manera inmediata para la visita”
. Este escrito carece de firma de quien lo formuló, tampoco cuenta con sello de recibido, pero frente a ese documento y contra el hecho de la demanda en que se hacía referencia al mismo, ninguna objeción se formuló.
5.4 Por medio de comunicación del 23 del citado mes aquel funcionario les manifestó que según reporte de seguimiento de trámites, su turno es el 1.437, entre las 2.892 solicitudes que existen para realizar inspección ocular y les reiteró los motivos por los cuales la entidad se encuentra impedida para resolver en término y para establecer una fecha exacta en que será definida la cuestión
.

6. Surge de lo anterior que la entidad demandada no ha dado respuesta a la solicitud elevada por los demandantes el 10 de marzo de 2017 y que reiteraron el 5 de abril de 2018, para lo cual contaba con el término de treinta días de acuerdo con el artículo 116 de la Resolución 70 de 2011, expedida por el Director Nacional del IGAC y por ende, se considera lesionado el derecho cuya protección se invocó.
Para la Sala no tienen acogida los argumentos que plantea la accionada para justificar la mora en responder, pues la referida resolución ni siquiera establece plazo alguno superior a dos meses, para resolver los diferentes trámites que ante ella han de adelantarse.

Y no puede considerarse satisfecho el derecho de petición con los oficios que atrás se describieron, pues en ninguno de ellos se le brinda a la accionante una respuesta clara, precisa y congruente; por el contrario, se le mantiene en incertidumbre respecto al trámite que procura adelantar, sin que siquiera se le señale un término prudencial y razonable en el que se ha de resolver el asunto que puso a su consideración; al respecto solo se les informa el turno que les correspondió, sin que a partir de este señalamiento se infiera el momento en que se resolverá la cuestión.
7. En conclusión y como ya se había anunciado, se considera vulnerado el derecho de petición invocado. En consecuencia, se revocará el fallo que se revisa y se ordenará al Dr. Juan Alejandro Rojas López, Funcionario Responsable de Conservación del Instituto Geográfico Agustín Codazzi Regional Risaralda, resolver de fondo y de manera clara las peticiones elevadas por los actores el 10 de marzo de 2017 y 5 de abril de este año. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, el 6 de junio pasado, en la acción de tutela instaurada por los señores Sonia Aguirre Ospina y John Jaime Montes Castañeda contra el Instituto Geográfico Agustín Codazzi -IGAC- Regional Risaralda, a la que fue vinculado el Responsable de Conservación de esa Dirección Territorial.

SEGUNDO: CONCEDER la protección al derecho de petición de que son titulares los accionantes. En consecuencia se ordena al Dr. Juan Alejandro Rojas López, Funcionario Responsable de Conservación del IGAC Risaralda, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, resuelva de fondo y de manera clara las solicitudes elevadas el 10 de marzo de 2017 y 5 de abril de 2018.
(Continúa parte resolutiva de la sentencia de segunda instancia proferida en la acción de tutela 66001-31-21-001-2018-00045-01)
TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Folio 40 cuaderno No. 1


� Folios 32 a 35 cuaderno No. 1


� Folio 36 cuaderno No. 1


� Folio 38 cuaderno No. 1


� Folio 39 cuaderno No. 1
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